
NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia
JUZGADO : 9  Juzgado Civil de Santiagoº
CAUSA ROL : C-5951-2020
CARATULADO : MOYA/FISCO DE CHILE / HOSPITAL DE 
CARABINEROS

Santiago, diecis is de agosto de dos mil veintid s.é ó

VISTOS:

En presentaci n de 8 de abril de 2020 comparece don C sar Antonioó é  

Barra  Rozas,  abogado,  en  representaci n  convencional  de  Juan  Ram nó ó  

Moya  Vergara,  jubilado,  ambos  domiciliados  en  calle  Blanco  N 1.623,°  

oficina 1.602, comuna de Valpara so y avenida Santa Rosa N 170, oficinaí °  

607,  comuna  de  Santiago,  demandando  en  juicio  ordinario  de 

indemnizaci n de perjuicios al Fisco de Chile, representado legalmente poró  

do a Mar a Eugenia Manaud Tapia, Presidenta del Consejo de Defensa delñ í  

Estado, domiciliada en calle Agustinas N 1.687, comuna de Santiago. °

Indica que su representado fue exonerado de la Industria Conservera 

Palma S.A de Limache y detenido en ella el 13 de septiembre de 1973, 

fecha en la cual irrumpieron miembros de la Fuerza Armada, como a las 

14.00 horas, disparando y pateando puertas de las oficinas. Los detuvieron y 

sometieron a todo tipo de apremios durante toda la tarde, golpes de pies y 

pu os, ruedas de culatazos, simulacros de fusilamiento. Como resultado deñ  

ello termin  con una herida en su ojo y en la sien derecha, de la cual a nó ú  

hay cicatriz. Luego, aproximadamente a las 18.00 horas fue trasladado junto 

al  interventor  de la  industria  Oscar Armando Far as  Urz a y otros  tresí ú  

trabajadores  a  la  base  Aeronaval  del  Belloto,  donde  permaneci  comoó  

v ctima de torturas m s localizadas en distintas partes del cuerpo y con elí á  

uso de otros elementos como un magneto . “ ”

El domingo 16 de septiembre en un cambio de guardia fue liberado. 

El 21 de septiembre fue detenido nuevamente junto a otros cuatro 

dirigentes del Sindicato de la Conservera y trasladado a la Base Aeronaval 

del Belloto. 

Luego, se present  a trabajar el lunes 17 ante el interventor militar,ó  

teniente  de la  Armada Don Orestes  Rojas,  el  cual  durante esos  d as  loí  

presion  en su calidad de dirigente  de los  trabajadores,  para que dijeraó  

d nde  estaban  las  armas  y  nombres  de  las  personas  que  seg n  ellosó ú  

fabricaban explosivos en la industria, presi n que perdur  toda esa semana. ó ó
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En la madrugada del 22 de septiembre fue trasladado a la Academia 

de Guerra Naval en Valpara so y luego durante la misma madrugada fueí  

internado en el Lebu  donde permaneci  por dos meses aproximadamente.“ ” ó  

A  fines  del  mes  de  noviembre  fue  trasladado  a  la  C rcel  deá  

Valpara so. í

Durante  los  primeros  meses  de  1974  fue  sometido  a  Consejo  de 

Guerra (PROCESO A-20).  El Fisco Naval  Enrique Vicente  present  losó  

supuestos cargos y fue condenado a 550 d as de c rcel por tenencia ilegal deí á  

armas y fabricaci n de explosivos, los que cumpli . Fue liberado en mayoó ó  

de 1975. 

Durante la estad a en el presidio de Valpara so, entre otras cosas, fueí í  

aporreado , acusado de provocar motines, sacado a la cancha de futbol del“ ”  

presidio,  donde  eran  golpeados  con lumas  y  pies.  Allanamientos  en  sus 

celdas por miembros de la Armada. 

Hoy como secuela de todo lo relatado y producto de las torturas, 

tiene p rdida parcial de la vista en su ojo derecho.é

Como fundamentos de derecho,  se refiere  en primer t rmino a laé  

responsabilidad del  Estado que emana de los  perjuicios  que provocan y 

causan  los  rganos  de  la  administraci n,  lo  que  est  reconocido  en  laó ó á  

Constituci n Pol tica del Estado de 1980 y en la Ley de Bases Generales deó í  

la Administraci n del Estado. Al efecto, cita los art culos 6, 7 y 38 inciso 2ó í ° 

de la Constituci n Pol tica de la Rep blica y los art culos 1 inciso 2 , 2, 3, 4ó í ú í °  

y 44 de la Ley N 18.575. °

El  art culo 4  reci n  citado establece  en Chile  una responsabilidadí é  

directa del Estado por el da o que causen los rganos de la Administraci nñ ó ó  

en el ejercicio de sus funciones, o con ocasi n de ellas, sea que el da o seó ñ  

produzca en un funcionamiento normal o anormal, regular o no, jur dico oí  

de hecho, de la Administraci n, pues el legislador no distingue, lo que se haó  

sostenido  desde  1986  en  casos  como  V squez  con  Fisco .  (Corte  de“ á ”  

Apelaciones Pedro Aguirre Cerda, San Miguel, 16 de enero de 1986, Rol 

N 2.577, Min. Visita se or Germ n Hermosilla). º ñ á

Consecuente con la responsabilidad directa del Estado, est  la normaá  

del  art culo  67  de  la  Ley  Org nica  de  la  Contralor a  General  de  laí á í  

Rep blica, que confirma a nivel normativo esa responsabilidad. ú
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Agrega  que no  existe  en  el  estatuto  de  responsabilidad  estatal  un 

sistema de responsabilidad indirecta, como la responsabilidad vicaria o por 

el hecho ajeno. La responsabilidad del Estado es siempre directa. 

Esta es adem s de derecho p blico, pues su fundamento b sico está ú á á 

contenido  en  diversas  disposiciones  de  rango  supraconstitucional, 

constitucional y legal, lo que la Corte Suprema ha reiterado en fallos como 

Bustos Riquelme con Fisco de Chile , Rol N 3.354-03, el 26 de enero de“ ” º  

2005 o Albornoz con Ortiz y Fisco , Rol N 4006-2003, el 13 de diciembre“ ” º  

de 2005, entre otros. Entonces, es totalmente ajeno el estatuto del derecho 

com n a los il citos contra los derechos fundamentales. ú í

Luego, se refiere lo sostenido por la doctrina administrativa sobre la 

responsabilidad del Estado que consagra nuestro ordenamiento jur dico yí  

posteriormente, se ala algunas caracter sticas de ella: ñ í

- La responsabilidad del Estado es una responsabilidad constitucional - 

no como la que se origina entre sujetos privados en sus relaciones entre s ,í  

contractuales o extracontractuales y regidas por el ordenamiento civil-. Es 

una en que corolario de la supremac a constitucional (art culos 6 inciso 3  yí í º  

7 inciso 3 ), no tiende al castigo de un culpable, sino a que el ejercicio de laº  

funci n estatal -que tiende al bien com n- respete la Constituci n en suó ú ó  

integridad y en plenitud y, por tanto, se resarza, compense o restituya al 

tercero/v ctima de un da o cometido por el Estado en su actividad, el queí ñ  

no se encuentra obligado jur dicamente a soportarlo,  y que ha visto loí “  

suyo  menoscabado de una manera que la Constituci n no ha previsto ni” ó  

consiente. 

- Se caracteriza por varias notas que la hacen diferenciarse de los 

otros tipos de responsabilidad indicados precedentemente. 

a. Se trata de una responsabilidad de una persona jur dica y personaí  

jur dica estatal, no de una persona natural; í

b. Por ello, se funda sobre la base de causalidad material entre un 

da o  antijur dico  (que  la  v ctima  no  estaba  jur dicamente  obligada  añ í í í  

soportar),  producido  por  un  rgano  del  Estado  en  el  ejercicio  de  susó  

funciones. 

c. Por eso, es una responsabilidad directa, por el hecho de la persona 

jur dica, y no por la actividad de un tercero (responsabilidad indirecta oí “  
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por el hecho de otro ) como seria de sus empleados o dependientes, lo que”  

encuentra su fundamento en la propia Constituci n, que en su art culo 38ó í  

inciso 2  distingue entre la responsabilidad del Estado (su administraci n,º ó  

org nicamente  comprendida)  por  el  da o  que  produzca  la  actividad  oá ñ  

inactividad  (omisi n)  de  sus  rganos,  y  la  del  funcionario  que  hubiereó ó  

causado  el  da o,  que  sta  es  personal  (y  subjetiva)  del  empleado  queñ é  

material o f cticamente lo ha producido por su acto, hecho u omisi n. Loá ó  

que repetir  en la Ley N 18.575/86 en su art culo 4 fase final, y dar  acci ná º í á ó  

(en su art culo 44) (hoy 42), para que el propio Estado repita en contra deí  

ese funcionario si hubiere este actuado con falta personal. 

d. Al tratarse de un rgano del Estado, esta responsabilidad se rigeó  

por el  derecho p blico, que es el  que regula la actividad de este en suú  

actividad  de  bien  com n.  Es  el  derecho  p blico  quien  exige  -como  loú ú  

debido- esa reparaci n o indemnizaci n a la v ctima de la actividad deló ó í  

Estado. 

e. Es una responsabilidad integral en cuanto debe repararse todo el 

da o producido injustamente en la v ctima. ñ í

En segundo  t rmino,  agrega  que  el  hecho  il cito  de  autos  es  uné í  

crimen de  lesa  humanidad.  Dicho  t rmino  fue  usado como t rmino  noé é  

t cnico desde 1915 y en declaraciones posteriores a la 1  Guerra Mundial,é ª  

pero como concepto independiente lo fue en el Estatuto del Tribunal Penal 

Internacional de N remberg, tras el  fin de la 2  Guerra Mundial, comoü ª  

respuesta a la insuficiencia de la categor a crimen de guerra  que soloí “ ”  

pod a aplicarse a actos que afectaran a combatientes enemigos, excluyendoí  

a  cr menes  cuyas  v ctimas  eran del  mismo pa s  o de Estados  aliados  oí í í  

ap tridas. La noci n encuentra su autonom a definitiva en el 1  Proyecto deá ó í °  

C digo de Cr menes contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad, enó í  

1954.

Con el avance del derecho internacional, se reconoce la vinculaci nó  

del  jus  cogens  con  los  delitos  de  naturaleza  de  lesa  humanidad.  El 

reconocimiento por el derecho internacional de un derecho obligatorio solo 

fue posible en la segunda mitad del siglo XX. 

Fue la Convenci n de Viena sobre Derecho de los Tratados, de mayoó  

de  1969,  la  que  albergo  definitivamente  en  el  derecho  internacional  el 
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concepto de un derecho imperativo o derecho obligatorio, denominado jus 

cogens. Cita al efecto los art culos 53 y 64 de dicho Convenio. í

El v nculo entre este derecho imperativo o derecho obligatorio con losí  

cr menes de lesa humanidad fue constatado simult neamente a trav s de laí á é  

jurisprudencia  internacional,  como  por  ejemplo,  lo  hizo  la  Corte 

Internacional de Justicia, en febrero de 1970, en el caso Barcelona Traction 

Light  &Power  Co.,  que  reconoci  la  existencia  para  los  Estados  deó  

obligaciones erga omnes en relaci n con derechos fundamentales: ó

En el mbito nacional, existe regulaci n vigente para entender cuandoá ó  

nos encontramos frente a un delito de lesa humanidad. As , el Estatuto deí  

Roma de la Corte Penal Internacional se ala en su art culo 7 los cr menesñ í í  

de lesa humanidad, y a nivel normativo legal, la Ley N 20.357. °

En suma, con claridad se est  en este caso frente a un il cito queá í  

constituye un delito de lesa humanidad, por lo cual el Estado no puede 

eludir su responsabilidad civil  por los padecimientos  y dolores  irrogados, 

evadiendo la normativa humanitaria internacional de naturaleza jus cogens. 

Pese a que se sostuvo en el pasado que al no existir norma especial 

que determinare el plazo de prescripci n que deb a aplicarse en acciones deó í  

indemnizaci n de perjuicios por da o moral por cr menes cometidos poró ñ í  

agentes del Estado, deb a recurrirse al derecho com n -art culo 2332 delí ú í  

C digo Civil-,  lo cierto es que seg n el  orden de ideas expuesto, no esó ú  

correcta dicha interpretaci n y aplicar el derecho com n a este tipo de casosó ú  

resultar a un incumplimiento por parte del Estado de Chile a los Tratadosí  

Internacionales de Derechos Humanos, afirmaci n que respalda con unaó  

serie de fallos recientes que dan cuenta de la inaplicabilidad del derecho 

com n a casos como la acci n deducida en la especie, entre otros, aquellosú ó  

pronunciados por la Corte Suprema, el 16 de enero de 2016, Rol ingreso 

N 10.775-2015 y el 21 de enero de 2016, Rol Ingreso N 13.170-2015. º °

De dichos fallos se concluye que la normativa aplicable a la especie, 

tales como Declaraci n Universal de Derechos Humanos, Convenci n deó ó  

Viena sobre Derecho de los Tratados, Estatuto de Roma de la Corte Penal 

Internacional, Convenci n Americana de Derechos Humanos, Convenio deó  

Ginebra de 1949, Convenci n sobre la Imprescriptibilidad de los cr menesó í  

de guerra y de lesa humanidad, Reglamento de la Haya de 1907, Pacto 
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Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos, Resoluci n 2005/35 de 19 deí ó  

abril de 2005 de la Comisi n de Derechos Humanos, Convenci n sobre laó ó  

Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos y degradantes, Resoluci nó  

N  60/147 de fecha 21 de Marzo de 2006 de la Asamblea General de lasº  

Naciones Unidas, Principios y Directrices b sicos sobre el derecho de lasá  

v ctimas  de  violaciones  manifiestas  de  las  normas  internacionales  deí  

derechos  humanos  y  de  violaciones  graves  del  derecho  internacional 

humanitario a interponer  recursos  y obtener  reparaciones,  Pacto de San 

Jos  de Costa Rica, Constituci n Pol tica de la Rep blica y Ley N 20.357,é ó í ú °  

entre otras, es de derecho p blico, constituyendo normativa internacionalú  

humanitaria de car cter jus cogens. á

En consecuencia, el Estado de Chile no puede pretender eludir su 

responsabilidad en el presente caso, dado que, atendido principalmente el 

art culo  5  de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  un  l mite  a  laí ó í ú í  

soberan a nacional y por tanto al derecho interno lo constituye justamenteí  

los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, torn ndoseá  

inadecuada la aplicaci n del C digo Civil chileno, que entr  en vigencia enó ó ó  

1857, para resolver casos de violencia internacionales, masivas y sistem ticasá  

a derechos esenciales de un sector de habitantes del Estado. 

Finalmente, se refiere al da o moral proveniente de vulneraci n a losñ ó  

derechos fundamentales.

La mayor a de nuestra jurisprudencia considera que el da o moralí ñ  

consiste, equivale, y tiene su fundamento en el sufrimiento, dolor o molestia 

que el hecho il cito ocasiona en la sensibilidad f sica o en los sentimientos oí í  

afectos de una persona. 

Respecto  de  la  prueba,  tanto  la  doctrina  como  la  jurisprudencia 

mayoritaria coinciden en se alar que el da o moral no requiere prueba.ñ ñ  

Seg n la opini n dominante, basta que la v ctima acredite la lesi n de unú ó í ó  

bien personal para que se infiera del da o, as  por ejemplo la calidad deñ í  

hijo  de  la  v ctima  que  fallece  en  un  accidente.  En  este  sentido  se  haí  

pronunciado tambi n la Corte Suprema.é

Con  respecto  al  deber  de  responder  por  los  da os  irrogados  porñ  

vulneraci n de los derechos fundamentales, en el mbito internacional seó á  

encuentra el  art culo 63.1 de la  Convenci n Interamericana de Derechoí ó  
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Humanos, el que cita, norma que ha sido recogida en fallos como el de 

causa Rol N 37.483-2004, Marfull Gonz lez con Pinochet Ugarte .º “ á ”

Al respecto,  particularmente  en cuanto a  la  restitutio  in integrum, 

refiere el fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso“  

Vel squez Rodr guez . á í ”

Es claro que su representado toda una vida ha tenido sufrimiento y 

angustia irrogada por las diversas vejaciones, torturas f sicas y psicol gicasí ó  

cometidas en su persona por agentes del Estado. 

Si bien el  Estado chileno ha efectuado distintos esfuerzos, una vez 

terminado  el  r gimen  militar,  de  resarcimiento  de  perjuicios  medianteé  

pensiones asistenciales y simb licas a todos aquellos que se encuentren en laó  

situaci n como la suya, dichas reparaciones han tenido un car cter generaló á  

buscando  una  soluci n  uniforme,  abstracta,  sin  considerar  la  situaci nó ó  

espec fica y particular de cada ser humano que haya sido sujeto a apremiosí  

ileg timos en dicho per odo, no configur ndose lo dispuesto en el art culoí í á í  

63.1 de la Convenci n Interamericana de Derecho Humanos que obliga aló  

pago de una justa indemnizaci n a la parte lesionada. ó

La cifra propuesta no es producto de un simple subjetivismo, capricho 

o arbitrariedad. 

Solicita  en definitiva:  se  condene  al  Fisco  de  Chile  a  pagar  a  su 

representado la suma de $300.000.000.-, m s intereses y reajustes legales,á  

con costas.

En presentaci n de 29 de septiembre de 2020 la demandada contestó ó 

la demanda, solicitando su rechazo, con costas. 

Opone  en  primer  t rmino  la  excepci n  de  reparaci n  integral.é ó ó  

Improcedencia de la indemnizaci n alegada por haber sido ya indemnizadoó  

el demandante. 

Se ala  que  el  r gimen  jur dico  de  este  tipo  de  reparaciones  porñ é í  

infracciones a los derechos humanos se posicionan dentro de la llamada 

justicia transicional . “ ”

Agrega que desde la perspectiva de las v ctimas, la reparaci n de losí ó  

da os sufridos juega un rol protag nico en el reconocimiento de la justiciañ ó  

por  tantos  a os  buscada.  Lo  anterior  pues  los  procesos  penales  señ  
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concentran en el castigo a los culpables, no preocup ndose del bienestar deá  

las v ctimas.í

Desde la perspectiva del Estado, estas importan una compleja decisi nó  

de mover recursos econ micos p blicos desde la satisfacci n de un tipo deó ú ó  

necesidades p blicas a la satisfacci n de otras radicadas en grupos humanosú ó  

m s espec ficos y este concurso de intereses se exhibe normalmente en laá í  

diversidad de contenidos que las Comisiones de Verdad o Reconciliaci nó  

proponen  como  programas  de  reparaci n,  los  que  incluyen  beneficiosó  

educacionales, de salud, gestos simb licos y otras medidas an logas diversasó á  

a la simple entrega de una cantidad de dinero. 

En  el  caso  chileno,  el  gobierno  de  Patricio  Aylwin  se  abocó 

preferentemente a una serie de objetivos de justicia transicional, entre los 

cuales estaba la provisi n de reparaciones para los afectados. La Comisi nó ó  

Rettig en dicho sentido propuso una pensi n nica de reparaci n para los“ ó ú ó  

familiares  directos  de  las  v ctimas  y  algunas  prestaciones  de  salud.  Suí ”  

informe sirvi  de causa y justificaci n al proyecto de ley que el Presidenteó ó  

envi  al  Congreso  y  que  deriv  en  la  Ley  N 19.123  que  cre  laó ó ° ó  

Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n, en cuyo mensaje seó ó ó  

consign  en t rminos generales que se buscaba reparar el da o moral yó é “ ñ  

patrimonial que ha afectado a los familiares directos de las v ctimas . í ”

En lo relativo a la forma en que se entendi  la idea de reparaci n, eló ó  

Ejecutivo  siguiendo  el  Informe  de  la  comisi n,  entendi  por  tal  "unó ó  

conjunto de actos que expresen el reconocimiento y la responsabilidad que 

le cabe al Estado en los hechos y circunstancias que son materia de dicho 

Informe".  A dicha  reparaci n  ha  de  ser  convocada  y  concurrir  toda  laó  

sociedad chilena, en un proceso orientado al reconocimiento de los hechos“  

conforme  a  la  verdad,  a  la  dignificaci n  moral  de  las  v ctimas  y  a  laó í  

consecuci n  de  una  mejor  calidad  de  vida  para  las  familias  m só á  

directamente  afectadas".  Compensaci n  de  da os  morales  y  mejoraó ñ  

patrimonial, son as  dos claros objetivos de estas normas reparatorias.í

Asumida esta idea reparatoria, la Ley N 19.123 y las dem s normas° á  

conexas  (como  la  Ley  N 19.992  referida  a  v ctimas  de  tortura)  han° í  

establecido  distintos  mecanismos  mediante  los  cuales  concretar  esta 
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compensaci n,  exhibiendo  c mo  nuestro  pa s  ha  afrontado  el  complejoó ó í  

escenario de justicia transicional.

Al  efecto,  se  puede  indicar  que  la  reparaci n  a  las  v ctimas  deó í  

violaciones a los derechos humanos se ha hecho principalmente a trav s deé  

tres tipos de compensaci n: transferencias directas de dinero; asignaci n deó ó  

derechos sobre prestaciones estatales espec ficas; y, simb licas. Todas ellasí ó  

buscan la reparaci n moral y patrimonial de las v ctimas. ó í

En  cuanto  a  las  transferencias  directas  de  dinero,  estas  se  han 

establecido a trav s de diferentes leyes, las que han significado al Estadoé  

altos costos generales, los que detalla en cuanto a pensiones por Comisi nó  

Rettig y Comisi n Valech, bonos, desahucio y bonos extraordinarios,  lasó  

que a diciembre de 2015 significaron el desembolso por parte del Fisco de 

$706.387.596.727.-

Desde una perspectiva indemnizatoria, una pensi n mensual tambi nó é  

es una forma de reparar un perjuicio actual. La sucesi n de pagos por laó  

vida del beneficiario no obsta a que pueda ser valorizada para conocer su 

alto  valor  compensatorio.  Estas  son una buena manera de concretar  las 

medidas  que  la  justicia  transicional  exige,  obteni ndose  compensacionesé  

razonables que est n en coherencia  con las  fijadas por los  tribunales  ená  

casos de p rdidas culposas de familiares.é

Sobre las reparaciones espec ficas, da cuenta que el actor ha recibidoí  

beneficios pecuniarios al amparo de la Ley N 19.992 y sus modificaciones,°  

que estableci  una pensi n anual de reparaci n y otorg  otros beneficios aó ó ó ó  

favor  de  las  personas  afectadas  por  violaciones  de  derechos  humanos, 

individualizados en el Listado de Prisiones Pol ticos y Torturados , de la“ í ”  

n mina de personas reconocidas como tales.ó

Adicionalmente, el actor recibi  el aporte nico de reparaci n Leyó ú ó  

N 20.874, por $1.000.000.- °

Adem s,  se  refiere  a  las  reparaciones  mediante  la  asignaci n  deá ó  

derechos  sobre  prestaciones  estatales  espec ficas,  como  por  ejemplo,  seí  

concedi  a los beneficiarios de la Ley N 19.234 como de la Ley N 19.992 eló ° °  

derecho a gratuidad en las prestaciones m dicas otorgadas por el Programaé  

de Reparaci n y Atenci n Integral de salud (PRAIS) en Servicios de Saludó ó  

del  pa s,  el  que  cuenta  con  un  equipo  de  salud  especializado  yí  
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multidisciplinario  de  atenci n  exclusiva  para  sus  beneficiarios,  con  unó  

incremento presupuestario constante. 

Se  incluyeron  adem s  beneficios  educacionales  consistentes  en  laá  

gratuidad  de  estudios  b sicos,  medios  o  superiores,  siendo  el  organismoá  

encargado  de  orientar  para  el  ejercicio  de  este  derecho  la  Divisi n  deó  

Educaci n Superior del Ministerio de Educaci n. ó ó

Asimismo, se concedieron subsidios para el acceso a la vivienda.

Asimismo, parte importante de la reparaci n por da o moral causadoó ñ  

a las v ctimas de violaciones a los derechos humanos se realiza a trav s deí é  

actos  positivos  de  reconocimiento  y  recuerdo,  acciones  que  pretenden 

reparar a trav s de la satisfacci n a las v ctimas que en parte logre repararé ó í  

el dolor y tristeza y con ello reducir el da o moral.ñ

La doctrina se ha inclinado por estimar que la indemnizaci n deló  

da o moral tiene precisamente un car cter satisfactivo, consistente es dar añ á  

la  v ctima  una  ayuda  o  auxilio  que  le  permita  atenuar  sus  efectos,í  

moriger ndolos o haci ndolos m s soportables. á é á

En  este  sentido,  se  han  ejecutado  diversas  obras  de  reparaci nó  

simb lica:  la  construcci n  del  Memorial  del  Cementerio  General  enó ó  

Santiago  en  1993,  el  establecimiento  del  D a  Nacional  del  Detenidoí  

Desaparecido, el que se conmemora el 30 de agosto; la construcci n deló  

Museo de la Memoria y los Derechos Humanos, entre otros que detalla.

De lo expresado puede concluirse que los esfuerzos del Estado por 

reparar a las v ctimas de violaciones a los derechos humanos han cumplidoí  

todos los est ndares internacionales de justicia transicional y han provistoá  

indemnizaciones  acordes  con  la  realidad  econ mica  nacional  queó  

efectivamente  han  apuntado  a  compensar  a  las  v ctimas  por  los  da os,í ñ  

morales y patrimoniales.

Por  eso,  las  indemnizaciones  solicitadas  en  autos  y  el  c mulo  deú  

reparaciones  que  aludi ,  pretenden  compensar  los  mismos  da osó ñ  

ocasionados  por  los  mismos  hechos.  No  procede  por  tanto,  compensar 

dichos da os nuevamente. As  se pronunci  la Corte Suprema en el falloñ í ó  

Domic Bezic, Maja y otros con Fisco, Rol 4.753-2001, lo que reiter  enó  

fallo de 30 de enero de 2013.
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Agrega que organismos internacionales como la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos ha valorado positivamente la pol tica de reparaci ní ó  

de violaciones de derechos humanos chilena, al punto de denegar otro tipo 

de  reparaci n  pecuniaria  luego  de  tomar  en  consideraci n  los  montosó ó  

pagados por el Estado por pensiones, beneficios y prestaciones p blicas. Asú í 

por ejemplo en el Caso Almonacid con Chile.

Por su parte, al Alto Comisionado para los Derechos Humanos de la 

ONU ha considerado los beneficios de establecer un sistema compensatorio 

nico  para  todas  las  v ctimas,  que  no  genere  desigualdades.  En  igualú í  

sentido,  Lira  da  cuenta  de  lo  problem tico  de  dar  lugar  nuevamente  aá  

demandas  de  indemnizaciones  de  perjuicios,  lo  que  genera  un  acceso 

desigual a la justicia y a las reparaciones generando el efecto de debilitar la 

decisi n  pol tica  y  administrativa  de  reparaci n.  El  rechazo  a  estasó í ó  

pretensiones fortalece los programas de justicia transicional.

En segundo t rmino, opone la excepci n de prescripci n extintiva, deé ó ó  

conformidad a lo dispuesto en el art culo 2332 del C digo Civil en relaci ní ó ó  

con el art culo 2497 del mismo texto. í

Conforme al relato del actor, la detenci n ilegal y tortura ocurri  aó ó  

contar del 13 de septiembre de 1973, siendo finalmente liberado en mayo 

de 1975. 

Entendiendo  suspendida  la  prescripci n  durante  el  per odo  deó í  

dictadura militar, por la imposibilidad de las v ctimas de ejercer las accionesí  

legales correspondientes ante los tribunales de justicia, hasta la restauraci nó  

de  la  democracia,  a  la  fecha  de  notificaci n  de  la  demanda  de  autos,ó  

igualmente transcurri  el plazo de prescripci n de 4 a os contemplados enó ó ñ  

la norma citada.

En  subsidio,  opone  la  excepci n  respecto  del  plazo  de  5  a osó ñ  

contemplado para las acciones y derechos del art culo 2515 en relaci n coní ó  

el art culo 2514 del C digo Civil, ya que entre la fecha en que se habr aí ó í  

hecho  exigible  el  derecho  a  indemnizaci n  y  la  anotada  fecha  deó  

notificaci n de la acci n civil, transcurri  con crecer el plazo contempladoó ó ó  

en la primera de dichas normas.

Agrega que la imprescriptibilidad es excepcional y requiere siempre 

declaraci n expl cita, la que no existe en este caso.ó í
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Pretender que la responsabilidad del Estado sea imprescriptible, sin 

texto constitucional o legal expreso, llevar a a situaciones extremadamenteí  

graves y perturbadoras. 

Cabe recordar que la prescripci n es una instituci n universal y deó ó  

orden p blico. ú

Efectivamente, las normas del T tulo XLII del Libro IV del C digoí ó  

Civil y en especial las de su P rrafo I que la consagran se han estimadoá  

siempre de aplicaci n general  y no solo al  derecho privado. Entre estasó  

normas est  el art culo 2497 del C digo Civil, que manda a aplicar estasá í ó  

normas de prescripci n a favor y en contra del Estado.ó

Luego, cabe destacar que la responsabilidad que se atribuye al Estado 

y la  que se  reclama en contra de particulares  tiene  la  misma finalidad: 

resarcir  un  perjuicio  extrapatrimonial,  en  este  caso,  a  trav s  de  uné  

incremento patrimonial del afectado.

Finalmente, a ade que no hay conflicto alguno entre la Constituci nñ ó  

Pol tica y la regulaci n del C digo Civil en cuanto a la prescripci n. Loí ó ó ó  

habr a si aquellos textos la prohibieran o si el derecho interno no admitieraí  

la  reparaci n  judicial  oportunamente  formulado.  En  ausencia  de  eseó  

conflicto, no hay contradicci n normativa.ó

En la especie, el ejercicio de las acciones ha sido posible durante un 

n mero significativo de a os, desde que el demandante estuvo en situaci nú ñ ó  

de hacerlo. 

Posteriormente, refiere sentencia de unificaci n de jurisprudencia deó  

demanda de indemnizaci n de perjuicios en contra del Fisco por hechosó  

acaecidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990, de 

21 de enero de 2013, autos Rol 10.665-2011, en la cual se dispuso que: 

-  El  principio  general  que  debe  regir  en  la  materia  es  el  de 

prescriptibilidad  de  la  acci n  de  responsabilidad  civil,  de  modo  que  laó  

imprescriptibilidad como toda excepci n, debe ser establecida expresamenteó  

y no construida por analog a o interpretaci n extensiva.í ó

-  Los  tratados  internacionales  invocados,  especialmente  el  Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos, la Convenci n Americana deí ó  

Derechos  Humanos,  el  Convenio  de  Ginebra  sobre  Tratamiento  de 

Prisioneros de Guerra y la Convenci n sobre la Imprescriptibilidad de losó  
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Cr menes de Guerra y de los Cr menes de Lesa Humanidad, no contienení í  

norma alguna que declare la imprescriptibilidad de la responsabilidad civil, 

sino solo relativa a la responsabilidad penal.

-  No  existiendo  una  norma  especial  que  determine  qu  plazo  deé  

prescripci n  debe  aplicarse  en  estos  casos,  debe  recurrirse  al  derechoó  

com n, que se representa en este caso por la regulaci n del C digo Civilú ó ó  

relativa  a  la  responsabilidad  extracontractual,  art culo  2332  que  fija  uní  

plazo de 4 a os desde la perpetraci n del acto.ñ ó

- Que no obstante la letra de dicho precepto, el plazo debe contarse 

no desde la desaparici n del secuestrado, sino desde que los titulares de laó  

acci n indemnizatoria tuvieron conocimiento y contaron con la informaci nó ó  

necesaria para hacer valer el derecho al resarcimiento del da o.ñ

Sobre el contenido patrimonial de la acci n indemnizatoria que seó  

ejerce,  agrega  que  se  debe  aplicar  las  normas  del  C digo  Civil  sobreó  

prescripci n,  dado que  lo  pretendido  es  el  ejercicio  de  una  acci n  queó ó  

persigue hacer efectiva la responsabilidad extracontractual del Estado. 

Aun cuando el  demandante  formula  alegaciones  en  cuanto  a  que 

dicha acci n ser a imprescriptible conforme al derecho internacional de losó í  

derechos  humanos,  ninguno  de  los  que  la  contraria  cita  contempla  la 

imprescriptibilidad de las acciones civiles derivadas de delitos o cr menes deí  

lesa humanidad o que proh ban la aplicaci n del derecho interno en estaí ó  

materia, lo que ha sido reiterado por la Corte Suprema en los autos Rol 

1.133-06, caratulados Neiva Rivas, Gloria con Fisco de Chile . “ ”

En  consecuencia,  no  habiendo  norma  expresa  de  derecho 

internacional  de  derechos  humanos  debidamente  incorporada  al 

ordenamiento  jur dico  interno  que  disponga  la  imprescriptibilidad  de  laí  

obligaci n estatal de indemnizar, no puede tampoco aplicarse por analog aó í  

la  imprescriptilibad  en  materia  penal,  por  lo  que  debe  rechazarse  la 

demanda de autos, al encontrarse prescrita la acci n deducida.ó

En subsidio de lo anterior, formula las siguientes alegaciones sobre la 

naturaleza de la indemnizaci n solicitada y del excesivo monto pretendido:ó

Sobre el da o moral, cabe considerar que este consiste en la lesi n oñ ó  

detrimento que experimenta una persona, en general,  en sus atributos o 

cualidades  inmateriales,  lo  que  depender  de  las  secuelas  sufridas  coná  
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motivo  de  los  hechos  se alados  en  el  libelo  y  de  conformidad  a  losñ  

antecedentes que obran en autos en la etapa probatoria. 

Los  da os  no  patrimoniales  recaen  sobre  elementos  de  dif cil  oñ í  

imposible estimaci n pecuniaria, ya que su contenido no es econ mico, o aló ó  

menos no directamente. 

En t rminos generales, la indemnizaci n de perjuicios tiene por objetoé ó  

restablecer el equilibrio destruido por el hecho il cito, otorgando a la v ctimaí í  

un valor  equivalente  a  la  cuant a  del  da o sufrido,  para  ponerla  en elí ñ  

mismo estado que ten a antes del acto da oso.í ñ

Por  ende,  su  indemnizaci n  no  se  determina  cuantificando,  enó  

t rminos econ micos, el valor de la p rdida o lesi n experimentada, sinoé ó é ó  

solo otorgando a la v ctima una satisfacci n, ayuda o auxilio que le permitaí ó  

atenuar  el  da o,  morigerarlo  o  hacerlo  m s  soportable,  mediante  unañ á  

cantidad de dinero u otro medio, que en su monto o valor sea compatible 

con esa finalidad meramente satisfactiva.

Es  en  esta  perspectiva  que  hay  que  regular  el  monto  de  la 

indemnizaci n,  que  debe  ser  un  procedimiento  destinado  a  atenuar  losó  

efectos o el rigor de la p rdida extrapatrimonial sufrida.é

No  resulta  procedente  invocar  la  capacidad  econ mica  deló  

demandante y/o demandado para fijar la cuant a de la indemnizaci n. í ó

No habiendo norma legal que establezca una excepci n relativa a laó  

capacidad econ mica habr  de estarse al principio general y b sico de laó á á  

cuantificaci n conforme a la extensi n del da o, con absoluta prescindenciaó ó ñ  

del  obligado al  pago.  Las  cifras  pretendidas  en  autos  resultan  excesivas 

teniendo en consideraci n las acciones y medidas de reparaci n adoptadasó ó  

por el  Estado y los  montos promedios  fijados por los  tribunales en esta 

materia.

En subsidio, alega que en todo caso la fijaci n del da o moral debeó ñ  

considerar  todos  los  pagos  recibidos  a  trav s  de  los  a os  por  el  actor,é ñ  

conforme a las leyes de reparaci n que se al , que seguir  percibiendo aó ñ ó á  

t tulo de pensi n, como tambi n los beneficios extrapatrimoniales que estosí ó é  

cuerpos legales contemplan, todos los que buscan reparar el da o moral.ñ

De no accederse en estos t rminos, se producir a un doble pago poré í  

un mismo hecho. 
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Finalmente, hace presente que los reajustes solo pueden devengarse en 

caso  que  la  sentencia  que  se  dicte  acoja  la  demanda  y  establezca  esa 

obligaci n,  adem s  de  que  se  encuentre  firme  y  ejecutoriada.  Conó á  

anterioridad a ello, ninguna obligaci n de indemnizar tiene su parte, por loó  

que no hay suma que deba reajustarse. 

Sobre  los  intereses,  el  art culo  1551  del  C digo  Civil  estableceí ó  

expresamente  que  el  deudor  no  est  en  mora  sino  cuando  ha  sidoá  

judicialmente reconvenido y ha retardado el cumplimiento de la sentencia. 

En presentaci n de 2 de octubre de 2020 la demandante evacu  laó ó  

r plica, ratificando los fundamentos de hecho y derecho expuestos.é

Particularmente,  sobre  la  excepci n  de  reparaci n  integral  y  laó ó  

excepci n de prescripci n formulada en subsidio por la contraria, refiere eló ó  

fallo pronunciado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el 

caso rdenes Guerra y otros v/s. Chile, en el cual se entrega un nuevoÓ  

argumento para sostener la inaplicabilidad del  estatuto ius privado en el 

mbito  de  la  reparaci n  del  da o  por  vulneraci n  de  derechosá ó ñ ó  

fundamentales,  puesto  que  se  infringir a  abiertamente  el  texto  de  laí  

Convenci n Americana, en concreto, el derecho a un recurso judicial paraó  

obtener una reparaci n por cr menes de lesa humanidad. ó í

Asimismo, se infringe el derecho consagrado en el art culo 19 N 3 deí °  

la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica.  En  efecto,  el  Tribunaló í ú  

Constitucional est  conteste en la existencia de derechos impl citos dentro deá í  

la igual protecci n de la ley en el ejercicio de sus derechos , a saber, el“ ó ”  

derecho de acceso a la justicia y a la acci n, los que se encuentran dentroó  

del derecho a la tutela judicial.

El derecho de acceso a la justicia es conculcado en su tutela al aplicar 

la prescripci n extintiva, puesto que no se otorga una respuesta de fondo aó  

los intereses leg timos respecto de los que se reclama, lo que trae aparejadoí  

que los rganos estatales no cumplan con la obligaci n internacional deló ó  

Estado de dar reparaci n integral a las v ctimas de graves violaciones a losó í  

derechos humanos.

Agrega que se ha sostenido por diversos Juzgados de Letra en lo Civil, 

Corte de Apelaciones de Santiago y la Corte Suprema que las leyes de 

reparaci n, si bien son un reconocimiento del Estado de su deber de repararó  
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el da o causado a v ctimas de derechos humanos o sus familiares directos,ñ í  

no  constituyen  impedimento,  limitaci n  o  incompatibilidad  per  se,  aló  

leg timo derecho de todo ciudadano que ha sido afectado por el  actuarí  

doloso de  agentes  del  Estado de  obtener  una  indemnizaci n  por  la  v aó í  

jurisdiccional, distinta de una reparaci n de car cter meramente asistencial,ó á  

como las reconocidas por este tipo de leyes. Los beneficios y asignaciones 

comprendidos  en  ella  tienen  una  naturaleza  social,  m s  no  unaá  

indemnizaci n de da o moral, pues no aparece en la determinaci n de suó ñ ó  

monto  que se  hayan considerado los  elementos  propios  y  personales  de 

quienes han debido soportar la p rdida de un familiar o tortura.é

Cita asimismo el art culo 24 de la Ley N 19.123, en apoyo a la tesisí °  

que descarta la incompatibilidad de los beneficios de que ella trata y la 

indemnizaci n que pretende.ó

Conforme  a  lo  anterior,  no  es  procedente  aplicar  criterios  de 

preclusi n o exclusiones previstas para el otorgamiento de los beneficios oó  

asignaciones  asistenciales,  que  la  ley  no  contempla  para  efectos  de  la 

procedencia  del  derecho a  indemnizaci n  del  da o causado,  rigiendo laó ñ  

norma del principio general de reparaci n integral y completa del da o.ó ñ

Sobre la excepci n de prescripci n extintiva de la acci n deducida,ó ó ó  

reitera lo ya expuesto en su demanda y agrega que trat ndose la tortura deá  

un  delito  de  lesa  humanidad  cuya  acci n  penal  persecutoria  esó  

imprescriptible, no es coherente entender que la acci n civil indemnizatoriaó  

est  sujeta a las normas sobre prescripci n se aladas en la ley civil interna,é ó ñ  

ya  que ello  contraria  la  voluntad expresa  manifestada  por la  normativa 

internacional sobre derechos humanos, integrante del ordenamiento jur dicoí  

nacional por aplicaci n del art culo 5 de la Carta Fundamental. Cualquieró í  

diferenciaci n del juez separando ambas acciones y d ndoles un tratamientoó á  

diferenciado,  es  discriminatorio  y  no  permite  al  ordenamiento  jur dicoí  

guardar la coherencia que se le reclama.

En presentaci n de 23 de octubre de 2020 la demandada evacu  laó ó  

d plica, reiterando lo ya expuesto en su contestaci n.ú ó

Agrega en lo relativo a la excepci n de reparaci n satisfactiva que eló ó  

da o moral ya ha sido indemnizado, insistiendo sobre el esfuerzo que hañ  
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hecho el  Estado para compensar el  da o producido a las v ctimas y enñ í  

especial a las reparaciones recibidas por el demandante.

Sobre  la  prescripci n,  reitera  la  importancia  de  la  sentencia  deó  

unificaci n de jurisprudencia dictada por el Pleno de la Corte Suprema deó  

21 de enero de 2013 en los autos Rol 10.665-2011.

La misma Corte Suprema ha dejado claramente establecido que los 

tratados internacionales de derechos humanos no impiden en modo alguno 

la  aplicaci n  del  derecho  interno,  espec ficamente  las  normas  sobreó í  

prescripci n de la acci n civil. ó ó

Luego, en cuanto a la fijaci n del da o moral, hace presente que suó ñ  

regulaci n debe considerar todos los pagos recibidos a trav s de los a os poró é ñ  

el  demandante  de  parte  del  Estado conforme a  las  leyes  de  reparaci nó  

(19.234, 19.992, sus modificaciones y dem s normativa pertinente)  y queá  

seguir  percibiendo  a  t tulo  de  pensi n,  como  tambi n  los  beneficiosá í ó é  

extrapatrimoniales que esas normas contemplan, todos los cuales tienen por 

fin reparar el da o moral.ñ

Deben  considerarse  al  efecto  como  par metro  v lido  los  montosá á  

establecidos  en  las  sentencias  de  los  tribunales  en  esta  materia,  lo  que 

implica rebajar sustancialmente los montos pecuniarios demandados.

Por resoluci n de 9 de febrero de 2021 se recibi  la causa a prueba.ó ó

Por resoluci n de 15 de febrero de 2022 se cit  a las partes a o ró ó í  

sentencia. 

CONSIDERANDO

PRIMERO:  Que  la  detenci n  ilegal  y  arbitraria  y  la  tortura  deó  

personas ha sido catalogado como un crimen de lesa humanidad, esto es, 

est n dirigidos a afectar la vida misma de las personas en su aspecto m sá á  

b sico y trascendente, del cual los pa ses, entre los que se encuentra Chile,á í  

se han comprometido a evitar y, una vez producidos, sancionar. Siendo este 

caso de particular gravedad por cuanto no se encuentra discutido por la 

demandada que los  demandantes  han sido v ctimas de violaciones a susí  

Derechos Humanos, cometidos por agentes del Estado.

SEGUNDO: Que a fin de acreditar su pretensi n,  el  demandanteó  

acompa  la siguiente prueba documental: ñó
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-  documento  con  una  selecci n  de  cap tulos  (I.  Presentaci n,  V.ó í ó  

m todos de torturas: definici n y testimonios, VI. Recintos de detenci n,é ó ó  

VIII. Consecuencias de la prisi n pol tica y la tortura) del Informe de laó í  

Comisi n Nacional sobre prisi n Pol tica y Tortura. ó ó í

-  documento  N mina  de  personas  reconocidas  como  v ctimas ,“ ó í ”  

emitida por la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura, en eló ó í  

cual se observa al actor, bajo el N 15.958. °

- protocolizaci n copia del informe psicol gico emitido por la sic logaó ó ó  

Mar a Ver nica D vila Le n, respecto del actor, en el cual se observa queí ó á ó  

este fue evacuado el 12 de julio de 2021, a trav s de una entrevista ené  

profundidad al demandante, en ese entonces de 72 a os. La profesional dañ  

cuenta que durante su estad a de casi 2 a os en la c rcel, el demandanteí ñ á  

pensaba en c mo se manten a su familia, de quien l era sustento principal.ó í é  

Sent a rabia e impotencia, siendo constantemente agredido y golpeado. í

Estuvo  mucho  tiempo  con  trastornos  del  sue o,  despertaba  añ  

sobresaltos  y sufr a de constantes  pesadillas.  Por ser dirigente sindical  seí  

intent  que  delatara  a  sus  compa eros,  pero  como  no  lo  hizo,  m s  seó ñ á  

ensa aban  con  l,  tratando  de  minar  su  voluntad,  v nculos  afectivos,ñ é í  

lealtades, creencias, integridad f sica y s quica.í í

Pas  por  per odos  de  depresi n  y  estr s  postraum tico  que  seó í ó é á  

manifestaron  con el  tiempo.  Asiste  al  PRAIS de  Limache  donde  recibe 

ayuda sicol gica y m dica. ó é

- documento Consecuencia sobre la salud en familiares de ejecutados“  

pol ticos ,  emitido  por  la  Fundaci n  de  Ayuda  Social  de  las  Iglesiasí ” ó  

Cristianas. 

-  documento  Informe  en  t rminos  generales  sobre  las  secuelas“ é  

dejadas en el plano de salud mental relacionadas con las violaciones a los 

derechos humanos cometidas durante la dictadura militar , emitido por la”  

sic loga do a Paula Hinojosa Oliveros, Programa de Reparaci n y Atenci nó ñ ó ó  

Integral  en  Salud  y  Derechos  Humanos,  PRAIS,  Servicio  de  Salud 

Metropolitano Norte.

TERCERO: Que por su parte, el demandado alleg  ORD.: DSGTó  

N 4.792-3811,  de  25  de  octubre  de  2021,  emitido  por  don  Alexander°  

Suarez Olivares, Jefe de Departamento Secretar a General y Transparenciaí  
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del  Instituto  de  Previsi n  Social,  dando  cuenta  que  el  demandante  haó  

recibido $31.639.587.- por concepto de pensi n Ley N 19.992; $1.000.000.-ó °  

por concepto de aporte nico Ley N 20.874; $538.949.- por concepto deú °  

aguinaldos. Actualmente recibe una pensi n de $212.919.-ó

CUARTO: Que adem s arrib  oficio del Instituto de Previsi n Social,á ó ó  

de  7  de  enero  de  2022,  detallando  los  beneficios  de  reparaci n  Leyesó  

N 19.992 y 20.874 recibidos por el actor en su calidad de v ctima de prisi n° í ó  

pol tica y tortura (Ley Valech). í

QUINTO: Que de los documentos acompa ados, fluye que el actorñ  

fue  detenido  ilegalmente  por  agentes  estatales  en  septiembre  de  1973, 

permaneciendo  bajo  su  custodia  por  lo  que  restaba  de  ese  a o,  parañ  

posteriormente  ser  sometido  a  un  Consejo  de  Guerra  que  lo  mantuvo 

privado de libertad hasta mayo de 1975, siendo sometido durante todo ese 

per odo a crueles torturas f sicas y psicol gicas que le causaron gran da o,í í ó ñ  

con secuelas en su desarrollo emocional, lo que ha sido reconocido por el 

propio Estado como violaciones  a los  Derechos  Humanos,  circunstancias 

por las cuales se le ha dado el car cter de v ctima en documentos oficiales.á í

SEXTO:  Que  en  cuanto  a  ser  el  actor  beneficiario  de  la  Ley 

N 19.992 que les otorgan una pensi n, en efecto esta y otras reparaciones° ó  

simb licas , son reparaciones satisfactivas que emanan de los Principios y“ ó ”  

Directrices fijados por las Naciones Unidas en el a o 2005, como est ndaresñ á  

m nimos de reparaci n en su aceptaci n gen rica, que est n dirigidos a darí ó ó é á  

cuenta  de  constricci n  p blica  y  apoyo  inmediato  a  las  v ctimas  deó ú í  

violaciones de Derechos Humanos, pero que no quedan agotados all , alí  

punto,  que  incluso  la  Corte  Interamericana  ha  sostenido  que  las 

reparaciones  pecuniarias  pueden  ser  reclamadas  al  Estado,  no  obstante 

haber sido dirigidas acciones contra los responsables directos, por lo que 

parece atendible que no pueda impedirse, en primer lugar, el ejercicio de la 

acci n  de  indemnizaci n  por  da o moral  a  los  tribunales  ordinarios  deó ó ñ  

justicia, m s a n si las transgresiones que han dado origen a la pretensi ná ú ó  

reparatoria, se realizaron como acci n de plan de gobierno contra civiles.ó

S PTIMO: Que por lo dem s, en el caso espec fico de que se trata,É á í  

tampoco ha sido demostrado por la demandada que haya sido compensado 

el da o presuntamente generado, ni siquiera por acciones generales, ya queñ  
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el solo hecho de haberse realizado por el Estado obras de car cter universal,á  

no conlleva necesariamente la mitigaci n individual de los afectados.ó

OCTAVO:  Que tambi n se ha se alado por la demandada que laé ñ  

acci n  indemnizatoria  se  encuentra  prescrita,  por  cuanto  la  detenci nó ó  

arbitraria y tortura tuvieron lugar entre 1973 y 1975, y que aun cuando se 

estimara  que  el  plazo  debe  contarse  desde  el  retorno  del  gobierno 

democr tico o desde el Informe de Verdad y Reconciliaci n, los 4 a os queá ó ñ  

prescribe el art culo 2332 del C digo Civil o incluso los 5 a os del art culoí ó ñ í  

2515  del  mismo cuerpo  legal,  habr an  transcurrido  largamente  hasta  laí  

fecha de la notificaci n de la presente demanda civil,  al Fisco de Chile,ó  

ocurrido el 8 de julio de 2020.

NOVENO: Que lo anterior ser a de este modo si se atendiera a lasí  

normas de derecho privado, ya que en efecto desde la mirada positivista de 

resguardo del derecho de propiedad y la libre circulaci n de los bienes, esó  

decir, desde la protecci n patrimonial, tanto al Fisco como a los privados,ó  

deben ser tratados en igualdad de condiciones y aplic rsele la instituci n deá ó  

la  prescripci n para adquirir  bienes  y extinguir  deudas.  As  lo se al  eló í ñ ó  

propio Bello en el Mensaje del C digo Civil, cuando expresa Innovacionesó “  

no  menos  favorables  a  la  seguridad  de  las  posesiones  y  al  cr ditoé  

encontrar is en el t tulo De la Prescripci n .é í ó ”

D CIMO: Que, sin embargo lo indicado, Chile forma parte de unaÉ  

comunidad internacional que ha establecido no solamente establecer en los 

instrumentos  internacionales  que  los  rigen,  un  beneficio  mutuo  como 

Estados  contratantes,  sino  con un objeto y  fin  determinado,  cual  es  la“  

protecci n  de  los  derechos  fundamentales  de  los  seres  humanos,ó  

independiente de su nacionalidad, tanto frente a su propio Estado como 

frente  a  los  otros  Estados  contratantes.  Al  aprobar  estos  tratados  sobre 

Derechos Humanos, los Estados se someten a un orden legal dentro del cual 

ellos, por el bien com n, asumen varias obligaciones, no en relaci n conú ó  

otros  Estados,  sino  hacia  los  individuos  bajo  su  jurisdicci n  ( )ó … 1 .  Lo”  

anterior implica establecer en la base del an lisis y aplicaci n del conceptoá ó  

de responsabilidad a la v ctima y al principio Pro Persona, esto es, debiendoí  

1 Corte IDH. OC-2/82, citado en Tratado Jurisprudencial de Derecho Administrativo. Responsabilidad 
Internacional  del  Estado  en  la  Jurisprudencia  Internacional  y  la  Experiencia  Chilena ,  Tomo XVII.”  
Claudio Nash, p g. 12.á
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preferir, privilegiar o favorecer la aplicaci n de aquella norma que otorgue“ ó  

una mayor protecci n a los derechos de la persona, independientemente sió  

dicha norma se encuentra en un tratado internacional o en una disposici nó  

de derecho interno2 .”

UND CIMO: Que en efecto las Naciones Unidas aprobaron, en elÉ  

a o 2005, los Principios y Directrices relativos a los derechos de las v ctimasñ í  

en casos de violaciones a los Derechos Humanos y derecho internacional 

humanitario, se alando que debe darse a las v ctimas una reparaci n plenañ í ó  

y efectiva, restituci n, indemnizaci n, rehabilitaci n, satisfacci n y garant aó ó ó ó í  

de no repetici n. ó

DUOD CIMO:  Que  entonces  el  imperativo  de  protecci n  yÉ ó  

reparaci n en casos de violaci n a los derechos humanos emana del derechoó ó  

internacional y es un principio del Derecho Internacional P blico aplicableú “  

directamente en el sistema normativo nacional frente al incumplimiento de 

obligaciones internacionales y posee una base normativa de rango superior a 

la ley civil”3.

D CIMO TERCERO: Que la Constituci n Pol tica de la Rep blicaÉ ó í ú  

en su art culo 5 inciso 2  se ala que La soberan a reside esencialmente ení ° ñ “ í  

la Naci n. Su ejercicio se realiza por el pueblo a trav s del plebiscito y deó é  

elecciones peri dicas y, tambi n, por las autoridades que esta Constituci nó é ó  

establece. Ning n sector del pueblo ni individuo alguno puede atribuirse seú  

su ejercicio.

El ejercicio de la soberan a reconoce como limitaci n el respeto a losí ó  

derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los 

rganos del Estado respectar y promover tales derechos, garantizados poró  

esta Constituci n, as  como por los tratados internacionales ratificados poró í  

Chile y que se encuentren vigentes .”

D CIMO  CUARTO:  Que  los  art culos  6  y  7  de  la  CartaÉ í  

Fundamental  disponen  el  principio  de  legalidad  de  los  actos  estatales, 

estableciendo  expresamente  la  nulidad  de  aquellos  que  se  aparten  del 

mandato constitucional  -y  por  aplicaci n  del  art culo 5  de los  Tratadosó í  

Internacionales- generando responsabilidad y sanciones. 

2 Op. Cit, p g. 13, cita propia de ponencia en el Centro de Estudios Constitucionales Universidad deá  
Talca, septiembre de 2012.
3 “Tratado Jurisprudencial  de Derecho Administrativo. Responsabilidad Internacional del Estado en la 
Jurisprudencia Internacional y la Experiencia Chilena , Tomo XVII. Claudio Nash Rojas, P g. 134.” á
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D CIMO QUINTO: Que la Convenci n sobre la ImprescriptibilidadÉ ó  

de  los  Cr menes  de  Guerra  y  de  los  Cr menes  de  Lesa  Humanidad,í í  

establece en su art culo 1 que estos son imprescriptibles, cualquiera que seaí “  

la fecha en que se hayan cometido .”

D CIMO SEXTO: Que a su vez  el  Convenio  de  Ginebra  sobreÉ  

tratamiento de los Prisioneros de Guerra, se ala en su art culo 29 que lasñ í “  

Altas  Partes  Contratantes  se  comprometen  a  tomar  todas  las  oportunas 

medidas legislativas para determinar las adecuadas sanciones penales que se 

han de aplicar a las personas que hayan cometido, o dado orden de cometer 

una  cualquiera  de  las  infracciones  graves  contra  el  presente  Convenio 

definidas en el art culo siguiente. Cada una de las partes contratantes tendrí á 

la  obligaci n  de  buscar  a  las  personas  acusadas  de  haber  cometido,  uó  

ordenado cometer, una quiera de las infracciones graves y deber  hacerlasá  

comparecer  ante  los  propios  tribunales,  sea  cual  fuere  su  nacionalidad. 

Podr  tambi n, si lo prefiere, y seg n las condiciones provistas en la propiaá é ú  

legislaci n, entregarlas para que sean juzgadas por otra Parte Contratanteó  

interesada, si sta ha formulado contra ellas cargos suficientes Cada Parteé  

Contratante tomar  las oportunas medidas para que cesen, aparte de lasá  

infracciones graves definidas en el art culo siguiente, los actos contrarios aí  

las disposiciones del presente Convenio. Los inculpados se beneficiar n, ená  

todas las circunstancias, de garant as de procedimiento y libre defensa, queí  

no podr n ser inferiores a las previstas en los art culos 105 y siguientes delá í  

presente Convenio.”

A su vez, el art culo 130 expresa que Las infracciones graves a lasí “  

que se refiere el art culo anterior son las que implican uno cualquiera de losí  

actos siguientes si se cometen contra personas o bienes protegidos por el 

Convenio:  el  homicidio  intencional,  la  tortura  o  los  tratos  inhumanos, 

incluidos los experimentos biol gicos, el hecho de causar deliberadamenteó  

grandes sufrimientos o de atentar gravemente contra la integridad f sica o laí  

salud, el hecho de forzar a un prisionero de guerra a servir a las fuerzas 

armadas de la Potencia enemiga, o el hecho de privarlo de su derecho a ser 

juzgado  legitima  e  imparcialmente  seg n  las  prescripciones  del  presenteú  

Convenio.”
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Y  el  art culo  131  establece  Ninguna  Parte  Contratante  podrí “ á 

exonerarse, ni exonerar a otra Parte Contratante, de las responsabilidades 

en que haya incurrido ella misma y otra parte Contratante a causa de las 

infracciones previstas en el art culo anterior .í ”

D CIMO  S PTIMO:  Que  la  Convenci n  Americana  de  losÉ É ó  

Derechos del Hombre en su art culo 1 prescribe que Los Estados Partes deí “  

esta  Convenci n  se  comprometen  a  respetar  los  derechos  y  libertadesó  

reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona 

que est  sujeta a su jurisdicci n, sin discriminaci n alguna por motivos deé ó ó  

raza, color, sexo, idioma, religi n, opiniones pol ticas o de cualquier otraó í  

ndole, origen nacional o social, posici n econ mica, nacimiento o cualquierí ó ó  

otra condici n social.ó

Para los efectos de esta convenci n, persona es todo ser humano .ó ”

D CIMO OCTAVO:  Que  por  ltimo,  la  Convenci n  de  VienaÉ ú ó  

sobre los Derecho de los Tratados, indica en su art culo 27 en cuanto alí  

derecho interno y la observancia de los tratados, que Una Parte no podr“ á 

invocar  las  disposiciones  de  su  derecho  interno  como  justificaci n  deló  

incumplimiento de un tratado. Esta norma se entender  sin perjuicio de loá  

dispuesto en el art culo 46 . í ”

D CIMO  NOVENO:  Que  la  obligaci n  de  reparaci n  ntegraÉ ó ó í  

entonces emana de la aplicaci n preferente al derecho internacional de losó  

Derechos Humanos para cumplir los compromisos que el Estado chileno ha 

contra do y aplicar dichos tratados de buena feí 4.  Normas internacionales 

que son de aplicaci n preferente en nuestro ordenamiento interno, al tenor“ ó  

de lo que dispone el art culo 5 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica,í ó í ú  

por sobre aquellas disposiciones de orden jur dico nacional que posibilitar aní í  

aludir las responsabilidades en que ha incurrido el Estado chileno y que 

invoca  el  Consejo  de  Defensa  del  Estado  en  resguardo  de  los  intereses 

fiscales ( )… 5 .”

VIGÉSIMO: Que en este caso se trata entonces de cr menes de lesaí  

humanidad en que las acciones de reparaci n integral  no han prescrito,ó  

puesto que la condici n de imprescriptibilidad de la acci n indemnizatoriaó ó  

en este caso, emana de la naturaleza de los bienes jur dicos protegidos a laí  

4 Op. Cit. P g. 161á
5 Caso lvaro Corval n Castilla con Fisco de ChileÁ á .

Código: DKPXXXSNPLW

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



luz de los principios generales del derecho internacional que tiene rango 

supra legal, por aplicaci n del art culo 5 de la Constituci n Pol tica de laó í ó í  

Rep blica, ya citado; sin que pueda invocarse derecho interno de menorú  

jerarqu a para desatenderlas, por lo cual tambi n las alegaciones principal yí é  

subsidiaria  de  prescripci n  de  la  acci n  de  responsabilidad  ser nó ó á  

desestimadas. 

VIG SIMO PRIMERO: Que conforme se ha probado y reconocido,É  

las acciones delictuales fueron cometidas por agentes del Estado; siendo su 

actuar una contravenci n directa a las normas del derecho internacional yó  

los principios constitucionales de los art culos 6 y 7.í

VIG SIMO SEGUNDO:  Que  el  art culo  38  de  la  Constituci nÉ í ó  

Pol tica  de  la  Rep blica  se ala  que  Una  ley  org nica  constitucionalí ú ñ “ á  

determinar  la organizaci n b sica de la Administraci n P blica, garantizará ó á ó ú á 

la carrera funcionaria y los principios de car cter t cnico y profesional ená é  

que  deba  fundarse,  y  asegurar  tanto  la  igualdad  de  oportunidades  deá  

ingreso  a  ella  como  la  capacitaci n  y  el  perfeccionamiento  de  susó  

integrantes.

Cualquier  persona  que  sea  lesionada  en  sus  derechos  por  la 

Administraci n  del  Estado,  de  sus  organismos  o  de  las  municipalidades,ó  

podr  reclamar ante los tribunales que determine la ley, sin perjuicio de laá  

responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el 

da o . ñ ”

VIG SIMO  TERCERO:  Que  de  esta  manera,  encontr ndoseÉ á  

acreditado el il cito, la responsabilidad del Estado y la circunstancia de queí  

la  detenci n  y  tortura  de  la  v ctima,  no  habr a  tenido  lugar  si  laó í í  

intervenci n de funcionarios estatales no se hubiera producido, solo quedaó  

dar por establecida la responsabilidad del Estado de Chile en los apremios 

f sicos y psicol gicos infligidos al actor.í ó

VIG SIMO  CUARTO:  Que  la  responsabilidad  trae  consigo  laÉ  

indemnizaci n de los perjuicios causados, reparaci n que se ha solicitado enó ó  

relaci n al da o moral sufrido por el demandante.ó ñ

VIG SIMO QUINTO: Que para acreditar el da o moral sufrido seÉ ñ  

tendr  en cuenta  el  informes  allegados  que  se  refiere  a  las  afectacionesá  

f sicas y emocionales sufridas por el demandante, producto de los hechosí  
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delictuales cometidos por agentes del Estado y que han permanecido luego 

de m s de 40 a os de ocurridos los hechos.á ñ

VIG SIMO SEXTO: Que en cuanto al monto de la indemnizaci n,É ó  

se estar  a la circunstancia de que los hechos que causan el agravio haná  

permanecido por largo tiempo y tenido influencia negativa en el desarrollo 

laboral  y  social  del  demandante;  raz n  por  la  cual  se  le  fijaró á 

prudencialmente en la suma de $60.000.000, sin que ello aparezca que se 

trata  de  un  enriquecimiento  sin  causa  o  un  lucro  improcedente,  como 

pudiere alegar la demandada. 

VIG SIMO  S PTIMO:  Que  las  referidas  cantidades  ordenadasÉ É  

pagar, se har  con el reajuste del ndice de Precios al Consumidor desdeá Í  

que la sentencia quede ejecutoriada hasta su pago efectivo, puesto que, en 

efecto, la obligaci n de indemnizar es declarada con la dictaci n de estaó ó  

sentencia y el reajuste tiene como nico objeto morigerar los efectos de laú  

inflaci n. ó

VIG SIMO OCTAVO: Que por haber tenido motivo plausible paraÉ  

litigar, el Fisco no ser  condenado en costas. á

En  consecuencia  y  visto  adem s  la  Convenci n  sobreá ó  

Imprescriptibilidad de los Cr menes de Guerra y de los Cr menes de Lesaí í  

Humanidad; Convenio de Ginebra sobre tratamiento de los Prisioneros de 

Guerra;  Convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos;  Convenci n  deó ó  

Viena sobre los Derechos de los  Tratados; art culos 5, 6, 7 y 38 de laí  

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  art culo  4  de  la  Ley  N 18.575,ó í ú í °  

Org nica Constitucional sobre Bases de la Administraci n del Estado; Leyesá ó  

N 19.123 y N 19.980; y, art culos 144, 170 y 254 y siguientes del C digo° ° í ó  

de Procedimiento Civil, se acoge la demanda, sin costas, y se dispone que el 

Estado de Chile debe pagar como indemnizaci n de perjuicios por da oó ñ  

moral  al  demandante  la  suma de $60.000.000,  con los  reajustes  que se 

indican en el considerando vig simo s ptimo.é é

Reg strese, notif quese y arch vese.í í í

           

Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del art. 162 
del C.P.C. en  Santiago, diecis is de agosto de dos mil veintid s.é ó
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